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SUMILLA: en el procedimiento sobre infracción a las normas de protección al 
consumidor iniciado por Reynaldo Moquillaza S.R.L. contra Milne & Co. S.A., la 
Sala ha resuelto lo siguiente: 
 

(i) confirmar la Resolución N° 294-2002-CPC, en todos sus extremos; 
  
(ii) de conformidad con lo establecido en el artículo 43 del Decreto 

Legislativo N° 807, declarar que la presente resolución constituye 
precedente de observancia obligatoria en la aplicación del siguiente 
principio: 

  
1. De conformidad con lo establecido en los artículos 58, 59 y 65 de la 

Constitución Política del Perú y en los artículos 2 y 5 del Decreto Legislativo 
N° 716, la Protección al Consumidor es un instrumento de superación de la 
desigualdad informativa existente entre proveedores y consumidores. 

2. Se considera como consumidor, de conformidad con lo establecido en el literal 
a) del artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 716, a la persona natural o jurídica 
que adquiere, utiliza o disfruta un producto, ya sea un bien o un servicio, para 
fines personales, familiares o de su entorno social inmediato.  

3. Las personas naturales y jurídicas pertenecientes a la categoría profesional de 
los pequeños empresarios son también sujetos afectados por la desigualdad 
informativa en la relación de consumo y, por tanto, son considerados como 
consumidores para efectos de la Ley de Protección al Consumidor cuando 
debido a las necesidades de su actividad empresarial adquieran o utilicen 
productos, ya sean bienes o servicios, para cuya adquisición o uso no fuera 
previsible que debieran contar con conocimientos especializados equiparables 
a aquellos de los proveedores. 

 
Ello debido a que, se ha acreditado la existencia de un desperfecto en el 
vehículo adquirido por Reynaldo Moquillaza S.R.L., el cual no fue solucionado 
por el servicio técnico de Milne & Co. S.A. en su oportunidad, a pesar de 
haberse internado el vehículo en los talleres de Milne & Co. S.A. en ejecución 
de la garantía vigente en aquel momento. 
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SANCIÓN: 1 UIT 

 
Lima, 3 de octubre de 2003  

 

I. ANTECEDENTES 
 
El 6 de julio de 2001, Moquillaza denunció a Milne por presunta infracción a la Ley 
de Protección al Consumidor, solicitando a la Comisión que ordenara a Milne, como 
medida correctiva, el cambio de la camioneta o la devolución del precio pagado por 
la misma.  
 
En su denuncia, Moquillaza señaló lo siguiente: 
 
(i) en febrero de 2001 adquirió de Milne un vehículo marca Ford, modelo 

Explorer 4x4 Eddie Bauer 2000 por el monto de US$ 50 000,00; 
(ii) el mismo día en que le fue entregado el vehículo, éste empezó a presentar 

ruidos dentro de la carrocería al transitar por imperfecciones de la pista; y, 
(iii) pese a haber internado su vehículo en múltiples oportunidades en los talleres 

de Milne, el desperfecto no fue reparado. 
 
Mediante Proveído N° 1 del 10 de julio de 2001, la Secretaría Técnica de la 
Comisión requirió a Moquillaza que cumpliera con señalar: (i) si debía entenderse 
que la denuncia había sido interpuesta por el señor Reynaldo Moquillaza Orellana 
como persona natural o en representación de la empresa Reynaldo Moquillaza 
S.R.L.; y, (ii) si el vehículo adquirido era utilizado para fines personales o de su 
entorno social inmediato, para fines propios de su actividad económica o para 
ambos fines indistintamente. 
 
El 16 de julio de 2001, Moquillaza señaló que la denuncia había sido interpuesta por 
el señor Reynaldo Moquillaza Orellana en representación de la empresa Reynaldo 
Moquillaza S.R.L. y que el vehículo adquirido a Milne era utilizado para fines propios 
de la actividad económica de la firma y para fines personales, esto último fuera del 
horario de trabajo.1 
 
Mediante Proveído N° 2 del 19 de julio de 2001, la denuncia fue admitida a trámite y 
se citó a las partes a audiencia de conciliación a realizarse el 6 de agosto de 2001. 
La referida audiencia se llevó a cabo con la asistencia de ambas partes, 
acordándose (i) esperar hasta fines del mes de agosto de 2001 para que se realice 
la verificación del estado de la camioneta con la presencia del gerente de servicios 
de Ford Motor a nivel regional; y, (ii) volver a reunirse en una nueva audiencia de 
conciliación el 3 de septiembre de 2001.  
 

                                                           
1 A fojas 19 del expediente. 
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El 27 de julio de 2001, Milne se apersonó al procedimiento manifestando que los 
hechos indicados por Moquillaza habían sido inspeccionados en varias 
oportunidades en sus instalaciones en coordinación con la casa matriz Ford, 
habiéndose llegado a la conclusión de que el vehículo se comportaba de acuerdo a 
las especificaciones del fabricante, al igual que otros vehículos nuevos de la misma 
marca y modelo. 
 
El 6 de septiembre de 2001, con la participación de la Secretaría Técnica de la 
Comisión y de Moquillaza, se realizó una diligencia de verificación en el vehículo 
materia de denuncia.  
 
El 16 de octubre de 2001, Milne manifestó que los resultados de la diligencia de 
verificación efectuada el 6 de septiembre de 2001 indicaban que el vehículo materia 
de denuncia se había comportado de manera normal y que los ruidos fuertes 
únicamente se producían al momento de pasar por baches de tamaño considerable. 
Dichos ruidos se producirían debido a la configuración del vehículo y no por tener un 
defecto en alguno de sus componentes. Asimismo, Milne solicitó que se realizara 
una diligencia similar con otro vehículo de características iguales a aquellas del 
objeto de denuncia, a fin de comprobar que los sonidos emitidos por el vehículo eran 
propios del modelo. 
 
El 7 de noviembre de 2001, con la participación de ambas partes y de la Secretaría 
Técnica de la Comisión, se realizó una diligencia de verificación en un vehículo de 
similares características a las de aquel objeto de denuncia. 
 
Mediante Proveído N° 11 del 19 de febrero de 2002, se designó al Servicio Nacional 
de Adiestramiento en Trabajo Industrial - Senati como encargado de la realización 
de una pericia al vehículo materia de denuncia, la cual se realizaría el 26 de febrero 
de 2002. Asimismo, se indicó que el costo del peritaje sería asumido por la parte 
vencida en el procedimiento.  
 
El 22 de marzo de 2002, el Senati hizo llegar a la Comisión el Informe Técnico sobre 
el diagnóstico del estado de la camioneta Ford Eddie Bauer 4x4 gasolinera año 
2002.2  
 
El 24 de abril de 2002, la Comisión emitió la Resolución N° 294-2002-CPC, 
mediante la cual: i) declaró fundada la denuncia por infracción al artículo 8 de la Ley 
de Protección al Consumidor; ii) declaró fundada la denuncia por infracción a los 
artículos 5 inciso b) y 15 de la Ley de Protección al Consumidor; iii) ordenó a Milne 
que, en un plazo no mayor a quince (15) días hábiles contados a partir de la 
recepción de la resolución, cumpliera con reparar la suspensión del vehículo materia 
de denuncia, de modo que no presente los ruidos en la carrocería del mismo y, en 
caso que dicha reparación no pudiera ser realizada, que entregue a Moquillaza un 

                                                           
2 A fojas 81-88 del expediente. 
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vehículo igual al que esta empresa adquirió. De no ser posible ello, Milne deberá 
cumplir con devolver a Moquillaza el monto pagado por la camioneta materia de 
denuncia; iv) sancionó a Milne con una multa de una (1) Unidad Impositiva 
Tributaria; y, v) ordenó a Milne que asumiera el costo de la pericia realizada por el 
Senati. 
 
El 20 de junio de 2002, Milne interpuso recurso de apelación en contra de la 
Resolución N° 294-2002-CPC. En su escrito de apelación, Milne alegó que la 
denuncia debió haber sido declarada improcedente ya que Moquillaza no podía ser 
considerada como consumidor para efectos de la aplicación de la Ley de Protección 
al Consumidor. Adicionalmente a ello, Milne reiteró los argumentos vertidos durante 
la tramitación del procedimiento en primera instancia. 
 
Mediante Resolución N° 1 del 28 de junio de 2002, la Comisión concedió el recurso 
de apelación interpuesto por Milne. El 24 de julio de 2002, el expediente fue elevado 
a esta Sala. 
 

II. CUESTIONES EN DISCUSIÓN 
 
(i) Determinar si Moquillaza califica como consumidor para efectos de la 

aplicación de la Ley de Protección al Consumidor. 
(ii) Determinar, en caso Moquillaza calificara como consumidor, si el vehículo 

vendido a Moquillaza por Milne era idóneo en el sentido de lo dispuesto por el 
artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor.  

(iii) Determinar si Milne infringió el derecho a la información de Moquillaza. 
(iv) Graduar la sanción. 
(v) Determinar si corresponde imponer medidas correctivas. 
(vi) Determinar si corresponde ordenar a Milne que asuma los costos del peritaje 

realizado. 
 

III. ANÁLISIS DE LAS CUESTIONES EN DISCUSIÓN 
 
III.1. Noción de consumidor para efectos de la aplicación de la Ley de Protección 

al Consumidor 
 
En su recurso de apelación, Milne señaló que la denuncia debió haber sido 
declarada improcedente ya que Moquillaza no podía ser considerada como un 
consumidor para efectos de la aplicación de la Ley de Protección al Consumidor. 
 
Al respecto, la noción de consumidor para efectos de la aplicación de la Ley de 
Protección al Consumidor debe ser extraída del artículo 65 de la Constitución 
Política del Perú, que establece el principio de defensa de los consumidores y 
usuarios, y del literal a) del artículo 3 de la Ley de Protección al Consumidor3, que 
define en términos amplios el término "consumidor". 

                                                           
3 Decreto Legislativo N° 716, Ley de Protección al Consumidor. Artículo 3.-  
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Puede observarse que, en el ordenamiento nacional, la protección al consumidor 
goza de reconocimiento en el ámbito constitucional, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política del Perú, cuyo texto es el 
siguiente: 
 

Artículo 65.- El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto 
garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su 
disposición en el mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la 
población. 

 
El artículo arriba citado garantiza tres derechos de los consumidores: i) derecho a la 
información; ii) derecho a la salud; y, iii) derecho a la seguridad. Estos derechos 
deben ser garantizados debido a que los consumidores se encuentran en una 
situación de desigualdad -desventajosa para ellos- frente a los proveedores de 
bienes y servicios. El elemento que indica con mayor claridad dicha situación de 
desigualdad es, precisamente, la diferencia en la cantidad y calidad de información 
de la que disponen los consumidores y los proveedores. 
 
La situación de desigualdad en la que se encuentran los consumidores frente a los 
proveedores es una realidad que debe enfrentarse equilibradamente en el marco de 
un sistema de economía social de mercado como el recogido por la Constitución 
Política del Perú4. Dicho sistema defiende, de un lado, las libertades propias del 
mercado y, del otro, los contrapesos de equilibrio de justicia social y seguridad.5 
 
En la práctica, la situación de desigualdad entre proveedores y consumidores es una 
realidad que se manifiesta desde la propia existencia de la ciencia de la 
mercadotecnia como un conjunto integral de estrategias construido para colocar los 
productos en el mercado. La mercadotecnia no se limita a promocionar y vender 
sino que es algo mucho más amplio, es en realidad una herramienta que apunta a 
satisfacer las necesidades de los clientes. La lógica de la mercadotecnia es la 
siguiente: 
 

Si el vendedor hace una buena labor al comprender las necesidades del cliente, desarrolla 
productos que proporcionan un valor superior, determina sus precios, los distribuye y los 
promueve en una forma efectiva, esos productos se venderán con mucha facilidad. Por 
consiguiente, las ventas y la publicidad sólo son parte de una "mezcla de mercadotecnia" 

                                                                                                                                                                                     
Para los efectos de esta ley, se entiende por: 

a) Consumidores o usuarios.- Las personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios 
finales productos o servicios. 
(…) 
 

4 Constitución Política del Perú. Artículo 58.- 
La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el 
desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios 
públicos e infraestructura. 
 

5 RUBIO CORREA, Marcial. Estudio de la Constitución Política de 1993. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, 1999. 
t.3. p. 318. 
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más vasta, una serie de instrumentos de mercadotecnia que operan juntos para afectar el 
mercado.6  

 
La idea detrás de toda "mezcla de mercadotecnia", entonces, es afectar el mercado, 
es decir, influir positivamente al consumidor respecto a las bondades del producto 
propio. Es claro que es imposible lograr dicha influencia positiva sin conocer 
previamente los deseos y necesidades del consumidor, sin conocer lo que piensa y 
la manera como reaccionará frente a un estímulo de mercadotecnia. Puede 
observarse que el proveedor de productos deberá conocer al consumidor mejor de 
lo que éste se conoce a sí mismo, a fin de lograr el éxito en el mercado. 
 
En línea con lo anterior, la mercadotecnia puede ser definida como "un proceso 
social y administrativo por medio del cual los individuos y los grupos obtienen lo que 
necesitan y desean mediante la creación y el intercambio de productos y valores con 
otros."7 La mención a un proceso lleva implícita la idea de planificación de la manera 
más adecuada de satisfacer a aquellos individuos que experimentan necesidades. 
Esta planificación conlleva la necesidad por parte del proveedor -el llamado a 
satisfacer las necesidades experimentadas por los individuos- de diseñar e 
implementar estrategias para lograr convencer al consumidor -el individuo que 
experimenta las necesidades- de su capacidad de satisfacer sus necesidades con 
mayor efectividad y eficiencia que los competidores. A su vez, el diseño e 
implementación de dichas estrategias requiere todo un sistema de información de 
mercadotecnia, orientado a un conocimiento de las fortalezas y debilidades del 
propio proveedor, de las oportunidades y amenazas planteadas por el ambiente de 
mercadotecnia, de los competidores y, principalmente, de la conducta del 
consumidor. 
 
Los proveedores tienen una gran ventaja sobre los consumidores en cuanto a 
cantidad y calidad de información sobre la situación del mercado, los productos a 
ser ofrecidos y las percepciones de los propios consumidores. La actuación de los 
proveedores en el mercado no es descuidada ni se encuentra librada al azar sino, 
más bien, es una actuación planificada y desarrollada de acuerdo con las 
estrategias básicas de la mercadotecnia. En otras palabras, es una actuación 
profesional. En cambio, la actuación de los consumidores en el mercado se 
encuentra basada en la información disponible -generalmente parcial y brindada 
interesadamente por los proveedores a través del posicionamiento8- y en el leal 
saber y entender de cada consumidor específico. Es decir, la actuación de los 
consumidores no responde a un estándar profesional sino simplemente es aquella 
que se esperaría de cualquier persona diligente. 
 

                                                           
6 KOTLER, Philip y Gary ARMSTRONG. Fundamentos de Mercadotecnia. 4ª.ed. México: Prentice-Hall Hispanoamericana, 

1998. p.4. Subrayado añadido. 
 
7 Ibid., loc.cit. Subrayado añadido. 
 
8 El posicionamiento puede ser definido como "la imagen de la marca en la mente del consumidor". 
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La Protección al Consumidor constituye un instrumento de superación de la 
desigualdad existente entre los proveedores y los consumidores. En este orden de 
ideas, es lógico que la Ley de Protección al Consumidor se encuentre dirigida a 
proteger a aquellos individuos afectados por la desigualdad en la relación de 
consumo, es decir, a los consumidores, entendidos como destinatarios finales de 
bienes o servicios. 
 
La referencia a los "destinatarios finales" limita la noción de consumidor únicamente 
a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan ser consideradas como 
"consumidores finales".  
 
La determinación de la categoría de "consumidores finales" para efectos de la 
aplicación de la ley requerirá atender a los principios establecidos en el sistema 
económico de economía social de mercado reconocido por la Constitución Política 
del Perú. 
 
Al respecto, cabe recordar que el artículo 65 de la Constitución Política del Perú se 
encuentra ubicado dentro del Capítulo I del Título III dedicado al Régimen 
Económico. Dentro de ese mismo capítulo, se encuentra el artículo 58, el cual 
consagra el modelo de economía social de mercado, garantizando a la vez, la libre 
iniciativa privada y el rol del Estado como orientador del desarrollo del país9. 
 
El artículo 59 contempla el rol promotor del Estado de los sectores que sufren 
cualquier desigualdad. En cumplimiento de dicho rol, el Estado promueve las 
pequeñas empresas en todas sus modalidades. El texto del referido artículo es el 
siguiente: 
 

Artículo 59.- El Estado estimula la creación de riqueza y garantiza la libertad de trabajo y 
la libertad de empresa, comercio e industria. El ejercicio de estas libertades no debe ser 
lesivo a la moral, ni a la salud, ni a la seguridad públicas. El Estado brinda oportunidades 
de superación a los sectores que sufren cualquier desigualdad; en tal sentido, promueve 
las pequeñas empresas en todas sus modalidades. (Subrayado añadido) 

 
El mandato constitucional del artículo 59 no se limita a reconocer la desigualdad 
existente en la sociedad sino que adopta una posición favorable a los sectores que 
sufren los efectos de dicha desigualdad, mencionando expresamente el rol promotor 
de las pequeñas empresas asumido por el Estado, precisamente, como instrumento 
de superación de dicha desigualdad. Al respecto, puede afirmarse que: 
 

(...) es tarea del Estado velar que todos tengan las mismas oportunidades en una sociedad 
de competencia. La primera tarea es brindar una educación de calidad y suficiente para 
preparar a las personas para el trabajo. Pero además, debe colaborar a la capitalización de 
las pequeñas empresas, que son entidades económicas de bajo costo de inversión por 

                                                           
9 Constitución Política del Perú. Artículo 58.-  

La iniciativa privada es libre. Se ejerce en una economía social de mercado. Bajo este régimen, el Estado orienta el 
desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, educación, seguridad, servicios 
públicos e infraestructura. 
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puesto de trabajo y que, además, permiten canalizar muchos de los esfuerzos y la 
creatividad de cada persona en el contexto social.10 

 
Cabe reiterar que la Protección al Consumidor es un instrumento de superación de 
la desigualdad, en este caso, del desequilibrio existente entre los proveedores y los 
consumidores. En este orden de ideas, la noción de consumidor implica que utilizar 
un producto11 como "consumidor final" no significa necesariamente que dicho 
producto se encuentre reservado al uso personal del adquirente sino que puede 
haber sido adquirido para un uso colectivo, ya sea la familia o un grupo social 
inmediato.12 Del mismo modo, la noción de consumidor -interpretada tomando en 
cuenta la función moderadora de la desigualdad de la Protección al 
Consumidor - también permite considerar como "consumidor final" al pequeño 
empresario13 cuando adquiere o utiliza bienes o servicios por las necesidades de su 
actividad empresarial, en ciertos casos específicos. Ello debido a la situación de 
desigualdad en que se encuentra el pequeño empresario frente al proveedor, 
situación equiparable a aquella en la que se encuentra cualquier particular. En otras 
palabras: 
 

La situación del pequeño comerciante, inducido a realizar adquisiciones o a suscribir 
contratos de empresa por las necesidades de su actividad profesional, es parecida a la del 
consumidor que contrata con fines privados. Dicha situación forma parte, según la teoría 
económica, de la esfera del consumo: el profesional en cuestión constituye el último 
eslabón del ciclo de la vida económica del bien y del servicio y se encuentra, dada su falta 
de especialización y la ausencia de poder real de negociación derivada de la reducida 
dimensión de su empresa, en las mismas condiciones de desequilibrio y de sumisión en los 
modos de producción.14 

 
El pequeño empresario, al sufrir los efectos de la desigualdad en la relación de 
consumo, califica, en ciertos casos específicos, como consumidor para efectos de la 
aplicación de la Ley de Protección al Consumidor. Dichos casos específicos serán 
aquellos en los que la adquisición o el uso, por necesidades de su actividad 
profesional, se refieran a productos en los que no pueda esperarse un grado de 
conocimiento o especialización que haga desaparecer la desigualdad entre el 
pequeño empresario y el proveedor del bien o servicio de que se trate. 
 
Al respecto, la distinción que la mercadotecnia realiza entre productos para el 
consumidor y productos industriales es útil para determinar aquellos tipos de 
productos que pueden ser objeto de adquisición o uso por parte de un verdadero 
                                                           
10 RUBIO CORREA, Marcial. Op.cit., t.3. p.231. 
 
11 Por "producto" entiéndase un bien o un servicio. 
 
12 Cfr. BOURGOIGNIE, Thierry. Elementos para una teoría del Derecho de Consumo. Vitoria: Gobierno Vasco, 1994. p.37. 
 
13Por "pequeño empresario" entiéndase única y exclusivamente a los pequeños comerciantes, pequeños industriales, 

pequeños prestadores de servicios y profesionales, incluidos bajo los alcances de la Ley N° 28015, Ley de Promoción y 
Formalización de la Micro y Pequeña Empresa. Los sujetos que no califiquen como MYPE para los efectos de la aplicación 
de la Ley N° 28015 no serán considerados como "pequeño empresario", por mandato expreso de la ley. 

 
14 BOURGOIGNIE, Thierry. Op.cit., p.39. 
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consumidor para efectos de la Ley de Protección al Consumidor. Básicamente, 
puede afirmarse que "la distinción entre un producto para el consumidor y un 
producto industrial se basa en el propósito para el cual se compra el producto".15 
Generalmente los productos industriales pueden ser clasificados en tres categorías: 
i) materiales y partes; ii) aspectos de capital; y, iii) suministros y servicios.16 
 

CUADRO N° 1 
CLASIFICACIÓN DE LOS PRODUCTOS INDUSTRIALES 

MATERIALES Y PARTES ASPECTOS DE CAPITAL SUMINISTROS Y SERVICIOS 

 
A su vez, los materiales y partes incluyen: i) materia prima17; y, ii) materiales y partes 
fabricados18. Puede observarse que se trata de los insumos necesarios para 
producir -es decir, se trata de bienes que requieren especialización y conocimiento 
para su adquisición19-, por lo que es claro que la adquisición o uso de este tipo de 
productos industriales quedará excluida, en todos los casos, del ámbito de 
protección de la Ley de Protección al Consumidor. 
 

CUADRO N° 2 

APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR EN LA 

ADQUISICIÓN DE MATERIALES Y PARTES 
CLASIFICACIÓN DE LOS MATERIALES Y 

PARTES 

APLICACIÓN DE LA LEY DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

MATERIA PRIMA EXCLUIDA EN TODOS LOS CASOS 

MATERIALES Y PARTES FABRICADOS EXCLUIDA EN TODOS LOS CASOS 

 
De otro lado, los aspectos de capital incluyen: i) instalaciones; y ii) equipo accesorio. 
A su vez, las instalaciones comprenden tanto los edificios20 como el equipo fijo21, 
mientras que el equipo accesorio comprende al equipo portátil de la fábrica22 y al 
equipo de oficina23. Puede observarse que esta categoría de productos industriales 
requiere también de especialización y conocimientos para su adquisición, por lo que 
tampoco se encuentra dentro del ámbito de protección de la Ley de Protección al 
Consumidor. Sin embargo, existe una excepción que corresponde a la adquisición 

                                                           
15 KOTLER, Philip y Gary ARMSTRONG. Op.cit., p.242. 
 
16 Ibid., loc.cit. 
 
17 Por ejemplo, trigo, ganado, maíz, algodón, legumbres, pescado, madera, petróleo crudo, minerales. 
 
18 Por ejemplo, hierro, acero, hilos, cemento, alambre, motores pequeños, neumáticos. 
 
19 Tratándose de personas medianamente diligentes, que es a quienes el ordenamiento intenta proteger. 
 
20 Por ejemplo, oficinas, talleres, plantas industriales. 
 
21 Por ejemplo, generadores, prensas taladradoras, redes de computación, ascensores. 
 
22 Por ejemplo, herramientas manuales o montacargas. 
 
23 Por ejemplo, máquinas de fax, teléfonos, escritorios, computadoras personales, ventiladores o máquinas de aire 

acondicionado. 
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del equipo de oficina por parte de los pequeños empresarios quienes, por 
necesidades de su actividad profesional, se ven obligados a adquirir este tipo de 
bienes de los cuales no tienen ningún conocimiento o especialización distinta a la de 
cualquier particular. Diferente es el caso de las empresas de mediana y gran 
envergadura que cuentan o debieran contar con unidades especializadas de 
logística, compras o adquisiciones, las cuales cuentan con un grado de 
especialización mayor aún al del proveedor de que se trate. Sobre este último punto, 
la doctrina señala lo siguiente: 
 

(...) las sociedades cuentan con importantes asesorías tanto jurídicas, como fiscales y 
financieras que les aconsejan en la formalización de sus contratos. Esto puede llevar a que 
el adherente sea una gran sociedad capitalista cuyos recursos económicos y de 
asesoramiento sean muy superiores a las del oferente, y, sin embargo, la primera goce de 
la protección especial de la Ley mientras que el segundo tenga en su contra todos los 
mecanismos que se articulan para la protección del consumidor.24 

  
Es claro que, siendo la finalidad de la Ley de Protección al Consumidor la 
superación de la desigualdad existente entre el proveedor y el consumidor, sería 
atentatorio contra dicha finalidad otorgar la protección especial de la ley a quienes 
no se encuentran afectados por ninguna desigualdad. En ese orden de ideas, las 
empresas de mediana y gran envergadura no se benefician de la protección 
especial de la ley y, por tanto, no son "consumidores" cuando adquieren aspectos 
de capital en general. 
 

CUADRO N° 3 

APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR EN LA 

ADQUISICIÓN DE ASPECTOS DE CAPITAL 

CLASIFICACIÓN                                    

 

             TIPO 

            DE ADQUIRENTE 

APLICACIÓN DE LA LEY DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 PEQUEÑO 

EMPRESARIO 

GRAN EMPRESA 

INSTALACIONES EDIFICIOS EXCLUIDO EXCLUIDA 

 EQUIPO FIJO EXCLUIDO EXCLUIDA 

EQUIPO 
ACCESORIO 

EQUIPO PORTÁTIL EXCLUIDO EXCLUIDA 

 EQUIPO DE OFICINA PROTEGIDO EXCLUIDA 

 
Por último, los suministros y servicios comprenden a los suministros de 
operación - por ejemplo, papel y lápices-, suministros de reparación y 
mantenimiento -clavos, pinturas, escobas-, servicios de mantenimiento y 
reparación -por ejemplo, lavado de ventanas, reparación de computadoras- y 

                                                           
24 REYES LÓPEZ, María José (coordinadora). Op.cit., p.103. 
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servicios de asesoría -publicitarios, legales, consultoría, por ejemplo. Los 
compradores o usuarios de esta categoría de productos industriales no cuentan con 
ningún tipo de especialización o conocimientos particulares sobre ellos, por lo que 
su adquisición se encontrará siempre, en el caso de los pequeños empresarios, 
dentro del ámbito de protección de la Ley de Protección al Consumidor. En el caso 
de las empresas de mediana y gran envergadura que cuentan o debieran contar con 
unidades especializadas de logística, compras o adquisiciones, la adquisición o uso 
de esta categoría de productos no entrará dentro del ámbito de protección de la Ley 
de Protección al Consumidor, debido al grado de especialización y conocimientos 
con el que cuenta esta clase de organizaciones. 
 

CUADRO N° 4 

APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR EN LA 

ADQUISICIÓN DE SUMINISTROS Y SERVICIOS 

CLASIFICACIÓN                                    

 

             TIPO 

            DE ADQUIRENTE 

APLICACIÓN DE LA LEY DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 PEQUEÑO 

EMPRESARIO 

GRAN EMPRESA 

SUMINISTROS SUMINISTROS DE 
OPERACIÓN 

PROTEGIDO EXCLUIDA 

 SUMINISTROS DE 
REPARACIÓN Y 
MANTENIMIENTO 

PROTEGIDO EXCLUIDA 

SERVICIOS SERVICIOS DE 
MANTENIMIENTO Y 
REPARACIÓN 

PROTEGIDO EXCLUIDA 

 SERVICIOS DE ASESORÍA PROTEGIDO EXCLUIDA 

 
En relación con los servicios25 en general -independientemente de los servicios 
comprendidos dentro de la categoría de productos industriales-, cabe recordar que 
éstos se caracterizan por su multiplicidad. A fin de determinar los servicios cuya 
adquisición se encuentra comprendida dentro del ámbito de aplicación de la Ley de 
Protección al Consumidor, es necesario atender al grado de especialización o 
conocimientos requeridos para su adquisición. De este modo, en el caso de los 
pequeños empresarios, el tratamiento se asimila al de cualquier particular 
adquirente de servicios, debido a que no cuentan con un grado especial de 
conocimientos para su adquisición. Diferente es el caso de las medianas y grandes 
empresas en las que su propia organización empresarial permite esperar 
razonablemente un grado especial de conocimientos y experiencia para la 
adquisición de ciertos tipos de servicios utilizados frecuentemente debido a las 

                                                           
25 Un servicio es cualquier actividad o beneficio que una parte puede ofrecer a otra, que es esencialmente intangible y que no 

da como resultado la propiedad de nada. Cfr. KOTLER, Philip y Gary ARMSTRONG. Op.cit., p.265. 
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necesidades del negocio26. En el caso de servicios de tipo no tradicional, es decir, de 
servicios que no son utilizados frecuentemente por las organizaciones 
empresariales27, se considerará a estas empresas de mediana y gran envergadura 
como ubicadas en la misma condición que cualquier particular adquirente. Ello 
debido a que es imposible exigir un grado especial de conocimientos y experiencia 
en casos de adquisición aislada de productos no relacionados con el objeto del 
negocio, aún cuando se trate de organizaciones empresariales. 
 

CUADRO N° 5 

APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR EN LA 

ADQUISICIÓN DE SERVICIOS EN GENERAL 

CLASIFICACIÓN                                    

 

             TIPO 

            DE ADQUIRENTE 

APLICACIÓN DE LA LEY DE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 PEQUEÑO 

EMPRESARIO 

GRAN EMPRESA 

SERVICIOS UTILIZADOS FRECUENTEMENTE 
DEBIDO A LAS NECESIDADES DEL NEGOCIO 

PROTEGIDO EXCLUIDA 

SERVICIOS NO UTILIZADOS 
FRECUENTEMENTE DEBIDO A LAS 
NECESIDADES DEL NEGOCIO 

PROTEGIDO PROTEGIDA 

 
En síntesis, las personas naturales y jurídicas pertenecientes a la categoría 
profesional de los pequeños empresarios deben ser consideradas también como 
sujetos afectados por la desigualdad informativa en la relación de consumo y, por 
tanto, deben ser consideradas como consumidores para efectos de la Ley de 
Protección al Consumidor cuando, debido a las necesidades de su actividad 
empresarial, adquieran o utilicen productos, ya sean bienes o servicios, para cuya 
adquisición o uso no fuera previsible que debieran contar con conocimientos 
especializados equiparables a aquellos de los proveedores. 
 
El análisis de la legislación y doctrina españolas es útil para contrastar el criterio 
presentado en los párrafos anteriores. Así, la doctrina española señala que la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
tiene como propósito compensar de alguna manera la situación de desigualdad 
existente entre los consumidores y los proveedores: 
 

En efecto, la teleología de las normas de protección de los consumidores es la situación de 
inferioridad, subordinación e indefensión en la que se pueden encontrar frente al productor, 
fabricante o vendedor. Este no sólo es el fundamento de la Ley General sino que incluso 
se ha elevado a la categoría de derecho básico en el artículo 2 de la Ley General. 

                                                           
26 Por ejemplo, servicios financieros. 
 
27 Por ejemplo, la contratación de una cena, del local para una celebración o del alquiler de un vehículo. 
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Esta protección consiste en reequilibrar mediante la concesión de derechos especiales o 
instrumentos de protección eficaces a aquella de las partes que se encuentra en 
desequilibrio por falta de preparación técnica, de soporte en la contratación o de 
posibilidades económicas para hacer valer sus derechos.28 (Subrayado añadido) 

 
Es claro que, tal como sucede con el ordenamiento nacional, en el caso del 
ordenamiento español, la finalidad de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, no es otra que compensar o superar las 
desigualdades existentes entre los proveedores y los consumidores. 
 
El artículo L132-1 del Code de la Consommation francés dispone, por su parte, lo 
siguiente: 
 

Artículo L132-1  
(Ley nº 95-96 de 1 de febrero de 1995 art. 1, anexo Diario Oficial de 2 de febrero de 1995) 
(Orden nº 2001-741 de 23 de agosto de 2001 art. 16 Diario Oficial de 25 de agosto de 
2001) 
En los contratos celebrados entre profesionales y consumidores o personas no 
profesionales, se reputarán abusivas las cláusulas cuyo objeto o efecto consista en 
producir, en perjuicio del consumidor o persona no profesional en cuestión, una 
desigualdad significativa entre los derechos y obligaciones de las partes contratantes. 
(...)29 

 
Puede observarse que el objetivo del ordenamiento francés en materia de 
Protección al Consumidor también es compensar o superar las desigualdades 
existentes entre proveedores y consumidores. 
 
Una vez encontradas las consecuencias de la finalidad de la Ley de Protección al 
Consumidor para la definición de la noción de consumidor, es necesario verificar si 
el precedente de observancia obligatoria aprobado mediante Resolución 
N° 101-96-TDC del 18 de diciembre de 1996 es consistente con dicha finalidad. 
Para ello, debe encontrarse el significado de su texto:  
 

Se considera como consumidor o usuario, de acuerdo a lo establecido en el inciso a) del 
artículo 3º del Decreto Legislativo Nº 716, a la persona natural o jurídica que adquiere, 
utiliza o disfruta un producto o un servicio para fines personales, familiares o de su entorno 
social inmediato. No se consideran por tanto consumidores y usuarios para efectos de la 
Ley a los proveedores cuando adquieren, utilizan o disfrutan de un bien o servicio para 
fines propios de su actividad como tales, según las definiciones contenidas en los artículos 
1º y 3º inciso b) del mencionado cuerpo legal. En tal sentido, las denuncias que tengan por 
pretensión la protección de intereses de quienes no puedan ser consideradas 
consumidores o usuarios, deberán ser declaradas improcedentes. 

 
La primera oración del precedente de observancia obligatoria citado anteriormente 
es consistente con la finalidad de la Ley de Protección al Consumidor, ya que la 

                                                           
28 Ibid., p.103. 
 
29 Traducción al español tomada de Legifrance en: http://www.legifrance.gouv.fr/html/codes_traduits/consoeslptxt.htm 
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transmisión o cesión en uso a familiares o al entorno social inmediato de los 
productos adquiridos no elimina el hecho que el adquirente constituye el último 
eslabón del ciclo de la vida económica del producto ni la situación de desigualdad 
existente entre el adquirente del producto y el proveedor del mismo. En tal sentido, 
el precedente de observancia obligatoria, en forma consistente con la finalidad 
superadora de la desigualdad existente entre consumidores y productores, 
considera que el término "consumidor" incluye a las personas que adquieren 
productos y luego los transmiten o ceden en uso a familiares o a su entorno social 
inmediato. 
 
La segunda oración del precedente de observancia obligatoria presenta un problema 
de redacción al utilizar simultáneamente los términos "proveedor" y "consumidor" 
para referirse a una misma persona. Dicha oración podría resumirse en la frase "los 
proveedores no son consumidores" lo cual es, en principio, evidente. Sin embargo, 
la frase presenta un riesgo de confusión pues deja de lado el hecho que muchas 
veces las categorías de proveedor y consumidor se superponen en la realidad, por 
lo que una exclusión de este tipo contraviene la finalidad superadora de la 
desigualdad de la Ley de Protección al Consumidor. 
 
Así, por ejemplo, el precedente de observancia obligatoria no deja espacio para 
considerar como consumidores, para efectos de la aplicación de la Ley de 
Protección al Consumidor, a los pequeños empresarios cuando realizan 
adquisiciones por las necesidades de su actividad empresarial. Ello implica negar 
que su situación es la misma que la de cualquier particular que contrata con fines 
privados, situación que forma parte de la esfera del consumo: el pequeño 
empresario en cuestión constituye el último eslabón del ciclo de la vida económica 
del producto y se encuentra, dada su falta de especialización y la ausencia de poder 
real de negociación derivada de la reducida dimensión de su empresa, en las 
mismas condiciones de desigualdad que cualquier particular adquirente.  
 
Finalmente, la tercera oración del precedente de observancia obligatoria regula una 
cuestión de carácter procesal por lo que no es propia de un precedente de 
observancia obligatoria que interpreta de modo general el sentido sustantivo de la 
legislación.  
 
En vista del problema planteado por el precedente de observancia obligatoria 
aprobado mediante Resolución N° 101-96-TDC, consistente en la exclusión de 
personas que se encuentran en una situación de desigualdad frente al proveedor de 
que se trate, es decir, de consumidores para efectos de la aplicación de la Ley de 
Protección al Consumidor, debe modificarse el referido precedente de observancia 
obligatoria, en los siguientes términos: 
 

1. De conformidad con lo establecido en los artículos 58, 59 y 65 de la Constitución 
Política del Perú y en los artículos 2 y 5 del Decreto Legislativo N° 716, la Protección 
al Consumidor es un instrumento de superación de la desigualdad informativa 
existente entre proveedores y consumidores. 
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2. Se considera como consumidor, de conformidad con lo establecido en el literal a) del 
artículo 3 del Decreto Legislativo Nº 716, a la persona natural o jurídica que adquiere, 
utiliza o disfruta un producto, ya sea un bien o un servicio, para fines personales, 
familiares o de su entorno social inmediato.  

3. Las personas naturales y jurídicas pertenecientes a la categoría profesional de los 
pequeños empresarios son también sujetos afectados por la desigualdad informativa 
en la relación de consumo y, por tanto, son considerados como consumidores para 
efectos de la Ley de Protección al Consumidor cuando debido a las necesidades de 
su actividad empresarial adquieran o utilicen productos, ya sean bienes o servicios, 
para cuya adquisición o uso no fuera previsible que debieran contar con 
conocimientos especializados equiparables a aquellos de los proveedores.  

 
En el caso materia del presente procedimiento, de acuerdo a la información 
registrada en la ficha N° 109432 del Registro de Personas Jurídicas de Lima, 
Moquillaza es una empresa dedicada a la asesoría de empresas, financiera, 
tributaria y de negocios, a llevar contabilidades así como a la compra y venta de 
activos y artículos varios.30 Cabe señalar que el señor Reynaldo Moquillaza Orellana, 
de profesión Contador Público, es el socio mayoritario de Moquillaza31, de acuerdo 
con la información contenida en la misma ficha y en el Rubro B00001 de la Partida 
N° 00316822 del Registro de Personas Jurídicas de Lima.32 
 
El vehículo adquirido y utilizado por Moquillaza es un bien para cuya adquisición o 
uso no era de ninguna manera previsible que dicha empresa debiera contar con 
conocimientos especializados equiparables a aquellos del proveedor -en este caso, 
Milne-, ya que el objeto social de Moquillaza es totalmente ajeno a la fabricación, 
importación, distribución, venta o reparación de vehículos automotores. En otras 
palabras, no podía esperarse de Moquillaza que tuviera o debiera tener información 
equivalente en calidad o cantidad a aquella en poder de Milne. 
 
Adicionalmente, el vehículo materia de denuncia era utilizado tanto para fines 
propios de la actividad económica de la empresa como para fines personales del 
señor Reynaldo Moquillaza Orellana,33 es decir, el vehículo materia de denuncia 
tenía un uso mixto: empresarial y particular a la vez, lo cual significa que los 
afectados por la presunta falta de idoneidad del vehículo materia de denuncia eran 
tanto la empresa Moquillaza como el señor Reynaldo Moquillaza Orellana, ambos 
sujetos en desigualdad de condiciones en cuanto a calidad y cantidad de 
información frente al proveedor del vehículo. En vista de lo anterior, en el presente 
caso -la adquisición y uso de un vehículo automotor- Moquillaza califica como 
consumidor para efectos de la aplicación de la Ley de Protección al Consumidor. 
 
 

                                                           
30 A fojas 26 del expediente. 
 
31 Con 15 421 participaciones de S/ 1,00 cada una, de un total de 15 498 participaciones. 
 
32 A fojas 25 del expediente. 
 
33 A fojas 19 del expediente. 
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III.2. La idoneidad del vehículo adquirido por Moquillaza 
 
El artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor, referido al deber de idoneidad 
de los proveedores, dispone lo siguiente: 
 

Artículo 8.- Los proveedores son responsables, además, por la idoneidad y calidad de los 
productos y servicios; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben los 
productos; por la veracidad de la propaganda comercial de los productos; y por el 
contenido y la vida útil del producto indicados en el envase, en lo que corresponde. 

 
Puede observarse que el artículo 8 de la Ley cumple un rol garantizador de la 
idoneidad de los bienes y servicios ofrecidos en el mercado.  
 
Al respecto, corresponde evaluar las pruebas que obran en el expediente a fin de 
determinar si Milne cumplió con vender un bien idóneo a Moquillaza en los términos 
exigidos por el artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor.  
 
De los documentos que obran en el expediente, ha quedado acreditado que el 20 de 
febrero de 2001, Moquillaza adquirió de Milne el vehículo materia de denuncia por la 
suma de US$ 47 990,00.34  
 
El documento "Diagnóstico del estado de la camioneta Ford Explorer EBauer Placa 
RIY 693 4X4" elaborado por el Senati por encargo de la Comisión, señala lo 
siguiente: 
 

(...) 
d) Comprobación de la Suspensión: Realizado en el BANCO DE AMORTIGUADORES, en 
la cual se obtuvo los siguientes resultados: 
 
      IZQUIERDA  DERECHA 
   PESO (Kg)   568   530 
Eje Delantero  
   EFICIENCIA (%)   52    43 
 
   PESO (Kg)   486   483 
Eje Trasero 
   EFICIENCIA (%)   50     4 
 
Según tabla Maha para un modelo similar Ford Explorer, tendrá una eficiencia normal con 
eje delantero 52% y eje trasero 74%. 
 
e) Se realizó una prueba de ruta alrededor de SENATI. Para lo cual se pasó por zonas de 
muchos baches y rompemuelles, notándose algunos ruidos, inclusive el asiento delantero 
con algo de vibración. Lo tomamos como defecto. 
 
 
 

                                                           
34 Factura N° 011-0002001 del 20 de febrero de 2001. 
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4. RESULTADOS 

(...)  
2. Suspensión: Según los parámetros obtenidos en el lado derecho del eje trasero, la 
eficiencia es muy bajo(sic) (4%) lo cual implica que si es necesario, se debería revisar el 
paquete completo de la suspensión de esta zona (resortes, amortiguador, etc.). A menor 
amortiguación mayor vibración de la carrocería.35 

 
La verificación en el vehículo de Moquillaza efectuada por personal de la Secretaría 
Técnica de la Comisión constató lo siguiente: 
 

(...) al atravesar un bache de una dimensión considerable la parte posterior de la 
camioneta emitió un ruido fuerte (...). Asimismo al atravesar las rayas de la pista se 
escucharon leves sonidos en la parte posterior y media de la camioneta.36 

 
Puede observarse que se ha acreditado la existencia de un desperfecto en el 
vehículo adquirido por Moquillaza, el cual no fue solucionado por el servicio técnico 
de Milne en su oportunidad, a pesar de haberse internado el vehículo en los talleres 
de Milne en ejecución de la garantía vigente en aquel momento37. 
 
En consecuencia, al haberse acreditado el defecto en el vehículo vendido por Milne 
a Moquillaza y la falta de solución a dicho defecto por parte del proveedor, 
corresponde confirmar la resolución de la Comisión en el extremo apelado mediante 
el cual declaró fundada la denuncia por infracción a lo dispuesto en el artículo 8 de 
la Ley de Protección al Consumidor. 
 
III.3. La información brindada al denunciante 
 
El literal b) del artículo 5 de la Ley de Protección al Consumidor establece el 
derecho de los consumidores a recibir de los proveedores toda la información 
necesaria para tomar una decisión o realizar una elección adecuadamente 
informada en la adquisición de bienes o servicios. El texto del referido artículo es el 
siguiente: 
 

Artículo 5.- En los términos establecidos por el presente Decreto Legislativo, los 
consumidores tienen los siguientes derechos: 
(…) 
b) Derecho a recibir de los proveedores toda la información necesaria para tomar una 
decisión o realizar una elección adecuadamente informada en la adquisición de productos 
y servicios, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o 
servicios; 
(…) 

 

                                                           
35 A fojas 83 del expediente. 
 
36 A fojas 37 del expediente. 
 
37 Al momento de efectuarse la diligencia en el Senati, se verificó que el vehículo contaba con un kilometraje de 19 096 Km, es 

decir, estaba dentro de los 50 000 Km establecidos como término de la garantía. 
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En la resolución apelada, la Comisión declaró fundada la denuncia por la infracción 
al derecho a la información de los consumidores debido a que había quedado 
acreditado que, ante el defecto verificado en el vehículo, Moquillaza había remitido 
una carta notarial a Milne requiriendo el cambio de dicho vehículo o la devolución 
del precio pagado. A la vez, la Comisión consideró que, dado que Moquillaza había 
alegado que Milne no había respondido dicha carta notarial y que esta última 
empresa no presentó defensa alguna contra dicha alegación, el silencio de Milne 
debía ser apreciado como reconocimiento de verdad. 
 
Aún cuando en su escrito de apelación, Milne rechaza la actuación de la Comisión 
descrita en el párrafo anterior, esta empresa manifestó lo siguiente: "Ha quedado 
acreditado, en efecto, que recibimos la carta notarial de la denunciante y no le dimos 
respuesta (...)"38 Esta manifestación de Milne hace innecesario recurrir a la 
presunción utilizada -correctamente- por la Comisión ya que acredita que, 
efectivamente, Milne no respondió el requerimiento de Moquillaza ni en sentido 
positivo ni en sentido negativo, limitándose a guardar silencio ante dicho 
requerimiento y negándose a proporcionar cualquier tipo de información al 
consumidor. 
 
En vista de lo anterior, corresponde confirmar la resolución de la Comisión en el 
extremo apelado mediante el cual declaró fundada la denuncia por infracción al 
derecho a la información de los consumidores. 
 
III.4. Graduación de la sanción 
 
III.4.1  Objeto y finalidad de la sanción administrativa 
 
Las sanciones de tipo administrativo tienen por principal objeto disuadir o 
desincentivar la realización de infracciones por parte de los administrados. El fin de 
las sanciones es, en último extremo, adecuar las conductas al cumplimiento de 
determinadas normas. A manera de ejemplo, el fin de las multas de tránsito no es 
sólo castigar la conducta ilícita de los automovilistas imprudentes, sino que no 
vuelvan a efectuar maniobras que constituyan imprudencia temeraria. En el ejemplo, 
a la administración le interesa que con la sanción o la amenaza de ella, se induzca 
al administrado a no infringir las normas, de modo que el tránsito sea más seguro39. 
 
Asimismo, debe tenerse en cuenta que en muchos supuestos no se requiere que 
una conducta genere un daño efectivo para que sea calificada como infracción y sea 
sancionada. En tales casos, la potencial afectación al bien jurídico protegido por la 
norma, justifica que se sancione la conducta. Un ejemplo de ello son las infracciones 
de tránsito por exceso de velocidad, en ellas no se requiere que el conductor haya 
atropellado a algún peatón u ocasionado un choque para imponerle una sanción, 

                                                           
38 A fojas 165 del expediente. 
 
39 NIETO, Alejandro. Derecho Administrativo Sancionador. 2ª.ed. reimp. 2000. Madrid: Técnos, 2000. p. 145. 
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bastará que se verifique la conducta infractora, en atención a los efectos potenciales 
de su conducta sobre los bienes jurídicos protegidos por las normas de tránsito, 
como son la seguridad de los peatones y conductores. 
 
Para lograr dicho objetivo, es preciso que la magnitud de las sanciones 
administrativas sea mayor o igual al beneficio esperado por los administrados por la 
comisión de las infracciones. De lo contrario, los administrados recibirían el mensaje 
de que, aún en caso que las conductas infractoras fuesen detectadas, el beneficio 
obtenido con la infracción será superior a la sanción administrativa, razón por la que 
podrían optar por cometer la infracción. Por ello, el artículo 203 de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General, al desarrollar el principio de razonabilidad, 
señala que las autoridades deben prever que la comisión de la conducta 
sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas 
infringidas o asumir la sanción.  
 
Sin embargo, no en todos los casos será suficiente con fijar una sanción que sea 
mayor o igual al beneficio esperado por el infractor a partir de la transgresión de la 
norma. Deberá tenerse en cuenta también la posibilidad de detección de la 
infracción.  
 
En efecto, en caso que la infracción sea difícil de detectar, al momento de decidir si 
lleva a cabo la conducta prohibida, el administrado puede considerar que, pese a 
que el beneficio esperado no superase a la sanción esperada, le conviene infringir la 
norma, pues no existe mayor probabilidad de ser detectado. Por ello, para 
desincentivar una infracción que difícilmente será detectada es necesario imponer 
una multa más elevada a los infractores, a efectos de que reciban el mensaje de 
que, si bien puede ser difícil que sean hallados responsables, en caso que ello 
ocurra, recibirán una sanción significativamente mayor. Ello, con el objeto que los 
agentes consideren los costos de la conducta y sean incentivados a desistir de 
llevarla a cabo. 
 
De tal modo, la multa deberá ser calculada en función al beneficio esperado dividido 
entre la probabilidad de detección. Ello garantiza que las sanciones administrativas 
tengan realmente un efecto disuasivo. 
 
III.4.2  Principios de la potestad sancionadora administrativa 
 
La potestad sancionadora otorgada a la Administración Pública debe ser ejercida 
necesariamente dentro de los parámetros fijados por el ordenamiento y conforme a 
los principios que deben inspirar el ejercicio del poder punitivo del estado. 
 
La Ley del Procedimiento Administrativo General recoge los principios que rigen los 
procedimientos administrativos en general, así como aquellos principios especiales 
aplicables a los procedimientos sancionadores. 
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Dentro de los principios generales que son de aplicación a los procedimientos 
sancionadores debe destacarse el principio de razonabilidad, según el cual las 
decisiones de la autoridad administrativa, cuando creen obligaciones, califiquen 
infracciones, impongan sanciones, o establezcan restricciones a los administrados, 
deben adoptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y manteniendo la 
debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a 
fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su 
cometido40.  
 
Además, los principios especiales que rigen el procedimiento sancionador son 
enunciados en el artículo 230 de la Ley del Procedimiento Administrativo General41. 
Para efectos de la graduación de la sanción son de particular importancia los 
siguientes principios: 
 
-  Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la 

conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir 
las normas infringidas o asumir la sanción; así como que la determinación 
de la sanción considere criterios como la existencia o no de intencionalidad, 
el perjuicio causado, las circunstancias de la comisión de la infracción y la 
repetición en la comisión de infracción.  

 
                                                           
40  Numeral 1.4 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
 
41 Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales: 

1. Legalidad.- Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las entidades la potestad sancionadora y la 
consiguiente previsión de las consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a un 
administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la privación de libertad.  

2. Debido procedimiento.- Las entidades aplicarán sanciones sujetándose al procedimiento establecido respetando 
las garantías del debido proceso.  

3. Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más 
ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción; así como que la determinación de 
la sanción considere criterios como la existencia o no de intencionalidad, el perjuicio causado, las circunstancias de 
la comisión de la infracción y la repetición en la comisión de infracción.  

4. Tipicidad.- Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones previstas expresamente 
en normas con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. Las 
disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar las 
conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas sancionables a las previstas legalmente, salvo 
los casos en que la ley permita tipificar por vía reglamentaria.  

5. Irretroactividad.- Son aplicables las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de incurrir el 
administrado en la conducta a sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorables.  

6. Concurso de Infracciones.- Cuando una misma conducta califique como más de una infracción se aplicará la 
sanción prevista para la infracción de mayor gravedad, sin perjuicio que puedan exigirse las demás 
responsabilidades que establezcan las leyes.  

7. Continuación de Infracciones.- Para imponer sanciones por infracciones en las que el administrado incurra en 
forma continua, se requiere que hayan transcurrido por lo menos treinta (30) días desde la fecha de la imposición de 
la última sanción y se acredite haber solicitado al administrado que demuestre haber cesado la infracción dentro de 
dicho plazo.  

8. Causalidad.- La responsabilidad debe recaer en quien realiza la conducta omisiva o activa constitutiva de infracción 
sancionable.  

9. Presunción de licitud.- Las entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados a sus deberes 
mientras no cuenten con evidencia en contrario.  

10. Non bis in idem.- No se podrá imponer sucesiva o simultáneamente una pena y una sanción administrativa por el 
mismo hecho en los casos que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento.  
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-  Concurso de Infracciones.- Cuando una misma conducta califique como más 
de una infracción se aplicará la sanción prevista para la infracción de mayor 
gravedad, sin perjuicio que puedan exigirse las demás responsabilidades 
que establezcan las leyes.  

 
III.4.3  Criterios específicos para graduar la sanción  
 
Debe tenerse en cuenta que en la medida que el procedimiento por infracción a la 
Ley de Protección al Consumidor es de carácter especial, se rige por las normas 
específicas contenidas en el Decreto Legislativo N° 716. Ello, sin perjuicio de que, 
por tratarse de un procedimiento de naturaleza sancionadora, las normas especiales 
deben ser interpretadas en concordancia con los principios generales que rigen este 
tipo de procedimientos. 
 
Al respecto, en el artículo 42 del Decreto Legislativo N° 716 se establece que, al 
momento de aplicar y graduar la sanción, debe atenderse a la intencionalidad del 
sujeto activo de la infracción, al daño resultante de la misma, a los beneficios 
obtenidos por el proveedor por razón del hecho infractor y a la reincidencia o 
reiterancia del proveedor.  
 
III.4.4  Aplicación al caso 
 
En el presente caso, esta Sala concuerda con la Comisión en que la consumidora 
fue perjudicada al haber pagado la suma de US$ 47 990,00 y, por la falta de 
reparación del vehículo defectuoso, se vio obligada a quedarse con el producto 
adquirido en mal estado desde el mes de febrero de 2001 hasta la fecha. Esta Sala 
también concuerda con la Comisión en que, conforme ha quedado acreditado en el 
expediente, Milne tuvo la intención de cumplir con su obligación como proveedor y 
reparar el vehículo materia de denuncia, aunque ello no brindó resultados positivos. 
 
En vista de lo anterior y por los fundamentos expuestos en la resolución de la 
Comisión, corresponde confirmar dicha resolución en el extremo apelado mediante 
el cual impuso a Milne una multa de una (1) Unidad Impositiva Tributaria. 
 
III.5. Medidas correctivas  
 
Mediante Resolución N° 294-2002-CPC, la Comisión ordenó a Milne que, en un 
plazo no mayor a quince (15) días hábiles contados a partir de la recepción de la 
resolución, cumpliera con reparar la suspensión del vehículo materia de denuncia, 
de modo que no presente los ruidos en la carrocería del mismo y, en caso que dicha 
reparación no pudiera ser realizada, que entregue a Moquillaza un vehículo igual al 
que esta empresa adquirió. De no ser posible ello, la Comisión ordenó a Milne que 
cumpliera con devolver a Moquillaza el monto pagado por la camioneta materia de 
denuncia. 
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Dado que se ha verificado la infracción a la Ley de Protección al Consumidor y, en 
consecuencia, se ha confirmado la resolución de la Comisión en los extremos en 
que declaró fundada la denuncia tanto por infracción al artículo 8 de la Ley de 
Protección al Consumidor como al derecho a la información de los consumidores y, 
por los fundamentos expuestos en la resolución de la Comisión, corresponde 
confirmar la Resolución N° 294-2002-CPC en el extremo apelado mediante el cual 
ordenó a Milne que, en un plazo no mayor a quince (15) días hábiles contados a 
partir de la recepción de la resolución, cumpla con reparar la suspensión del 
vehículo materia de denuncia, de modo que no presente los ruidos en la carrocería 
del mismo y, en caso que dicha reparación no pudiera ser realizada, que entregue a 
Moquillaza un vehículo igual al que esta empresa adquirió. De no ser posible ello, 
Milne debe cumplir con devolver a Moquillaza el monto pagado por la camioneta 
materia de denuncia. 
 
II.6. Los costos del peritaje 
 
Dado que, en el presente caso, la Secretaría Técnica de la Comisión encargó al 
Senati la realización de una pericia del auto materia de denuncia, informando a las 
partes que el costo del referido peritaje sería asumido por la parte que no resulte 
favorecida por la resolución final y, considerando que Milne ha infringido la Ley de 
Protección al Consumidor, corresponde confirmar la resolución de la Comisión en el 
extremo apelado mediante el cual ordenó a Milne el pago de la pericia, cuyo monto 
asciende a S/. 1 025,13. 
 
III.7. Difusión de la presente resolución 
 
En aplicación del artículo 43 del Decreto Legislativo N° 80742 y atendiendo a que la 
presente resolución interpreta de modo expreso y con carácter general el sentido de 
la legislación, corresponde declarar que ésta constituye un precedente de 
observancia obligatoria en la aplicación del principio que se enuncia en la parte 
resolutiva. Adicionalmente, corresponde oficiar al Directorio del Indecopi para que 
éste ordene la publicación de la misma en el diario oficial El Peruano. 
 
 
 
 
                                                           
42 Decreto Legislativo N° 807. Artículo 43.-  

Las resoluciones de las Comisiones, de las Oficinas y del Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad 
Intelectual que al resolver casos particulares interpreten de modo expreso y con carácter general el sentido de la legislación 
constituirán precedente de observancia obligatoria, mientras dicha interpretación no sea modificada por resolución 
debidamente motivada de la propia Comisión u Oficina, según fuera el caso, o del Tribunal de Defensa de la Competencia y 
de la Propiedad Intelectual.  
El Directorio de Indecopi, a solicitud de los órganos funcionales pertinentes, podrá ordenar la publicación obligatoria de las 
resoluciones que emita la institución en el diario oficial "El Peruano" cuando lo considere necesario por tener dichas 
resoluciones, las características mencionadas en el párrafo anterior o por considerar que son de importancia para proteger 
los derechos de los consumidores.  
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IV. RESOLUCIÓN DE LA SALA 

 

PRIMERO: confirmar la Resolución N° 294-2002-CPC, en todos sus extremos.  
 

SEGUNDO: de conformidad con lo establecido en el artículo 43 del Decreto 
Legislativo N° 807, declarar que la presente resolución constituye precedente de 
observancia obligatoria en la aplicación del siguiente principio: 
 

1. De conformidad con lo establecido en los artículos 58, 59 y 65 de la Constitución Política del 
Perú y en los artículos 2 y 5 del Decreto Legislativo N° 716, la Protección al Consumidor es un 
instrumento de superación de la desigualdad informativa existente entre proveedores y 
consumidores. 

2. Se considera como consumidor, de conformidad con lo establecido en el literal a) del artículo 3 
del Decreto Legislativo Nº 716, a la persona natural o jurídica que adquiere, utiliza o disfruta 
un producto, ya sea un bien o un servicio, para fines personales, familiares o de su entorno 
social inmediato.  

3. Las personas naturales y jurídicas pertenecientes a la categoría profesional de los pequeños 
empresarios son también sujetos afectados por la desigualdad informativa en la relación de 
consumo y, por tanto, son considerados como consumidores para efectos de la Ley de 
Protección al Consumidor cuando debido a las necesidades de su actividad empresarial 
adquieran o utilicen productos, ya sean bienes o servicios, para cuya adquisición o uso no 
fuera previsible que debieran contar con conocimientos especializados equiparables a 
aquellos de los proveedores.  

 

TERCERO: solicitar al Directorio del Indecopi que ordene la publicación de la 
presente Resolución en el diario oficial El Peruano. 
 
Con la intervención de los señores vocales: Juan Francisco Rojas Leo, Julio 
Durand Carrión, Santiago Francisco Roca Tavella, Luis Bruno Seminario De 
Marzi y Lorenzo Antonio Zolezzi Ibárcena. 
 
 
 

 
 
 
 

JUAN FRANCISCO ROJAS LEO 

Presidente 


